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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia: 

Sentencia - 2ª instancia - 5 de mayo de 2017 
Proceso:

Ordinario laboral – Revoca decisión del a quo y accede a las pretensiones
Radicación No.:

66001-31-05-001-2014-00676-01

Demandantes:
             Solangel Hoyos Ramírez
Demandado:

Manuela Rodríguez de Hernández y Guillermo Hernández
Juzgado de origen: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira

Magistrada ponente:
Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón

Tema:

Presunción del contrato de trabajo: El artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo consagra una presunción de subordinación que se activa tan pronto el demandante prueba que le prestó sus servicios personalmente a la parte demandada. En virtud de esta presunción, el pretensor se ve relevado de la carga de probar la subordinación, pues de inmediato se produce un traslado de la carga de la prueba a la parte demandada, quien debe demostrar que la relación no era laboral, sino de otra índole.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1
Magistrada ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

(Mayo 5 de 2017)

Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las 7:30 a.m. de hoy, viernes 5 de mayo de 2017, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por el señor Solangel Hoyos Ramírez en contra de Manuela Rodríguez de Hernández y Julio Guillermo Hernández Salazar.
Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…

Alegatos de conclusión
Con fundamento en el artículo 82 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión: Parte demandante… Parte demandada…

SENTENCIA

Como quiera que los alegatos coinciden a cabalidad con los puntos fácticos y jurídicos objeto de discusión en esta instancia, procede la Sala a desatar el recurso de apelación promovido por la parte demandante en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el pasado 10 de febrero de 2016.
Problema jurídico por resolver
El problema jurídico se circunscribe en este caso a verificar si el demandante logró acreditar que prestó sus servicios personales a los señores Manuela Rodríguez de Hernández y Guillermo Hernández. 
I. La demanda y su contestación

El citado demandante solicita que se declare que entre él y la señora Manuela Rodríguez de Hernández, en su condición de propietaria de la Finca Bellavista y esposa del señor Julio Guillermo Hernández, existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido, que se desarrolló entre  enero de 2007 y el 4 de noviembre de 2012, el cual fue terminado sin justa. En consecuencia, procura que se condene a la demandada a pagar a favor del demandante el valor correspondiente a los aportes al sistema de seguridad social en salud y en pensiones durante la vigencia del contrato, con los intereses de mora a favor de la E.P.S y AFP que elija el trabajador.


Asimismo, pretende que se condene a la demandada al pago de las prestaciones sociales, al reajuste del salario mínimo; a las indemnizaciones por el no pago de las prestaciones sociales y por despedirlo sin justa causa y a lo que resulte probado en virtud de las facultades ultra y extra petita.

Para sustentar dichas peticiones manifiesta que prestó sus servicios en la finca Bella Vista, de propiedad de Manuela Rodríguez de Hernández, esposa del señor Julio Guillermo Hernández en su calidad de empleador, que dicha relación laboral se produjo mediante contrato de trabajo verbal a término indefinido, con extremos laborales desde enero de 2007 hasta el 4 de noviembre de 2012, con una remuneración de $120.000 semanales, en la cual se desempeñó como administrador y prestador de servicios, con un horario de trabajo de más de 8 horas, puesto que cuidaba la finca día y noche

Indica que el día 4 de noviembre de 2012 el empleador de forma verbal le comunicó que la relación laboral terminó, sin aducir una justa causa para ello, además, durante la vigencia del contrato no hubo afiliación alguna al sistema general de seguridad social en pensiones, salud ni riesgos laborales, como tampoco le fueron canceladas a la hora de terminación del contrato lo correspondiente a las prestaciones sociales y a la indemnización por despido sin justa causa. 

II. La sentencia de primera instancia

La Jueza de conocimiento denegó las pretensiones de la demanda y se abstuvo de condenar en costas procesales. 

Para llegar a tal determinación el A-quo consideró, en síntesis, que de las pruebas allegadas por el demandante no se podía colegir los elementos de juicio necesarios para concluir que el actor prestó sus servicios personales a favor de los demandados, los extremos laborales ni el salario devengado, aunado al hecho de que las pretensiones estuvieron encaminadas en contra de la señora Manuela Rodríguez de Hernández, de quien se dijo que era la esposa de señor Guillermo Hernández.
III. Fundamentos de la apelación
La apoderada judicial de la parte demandante apeló arguyendo que pese a no haber podido hacer comparecer a los testigos que llamó a juicio, porque uno de ellos se negó a hacerlo y el otro se encuentra en una ciudad distante, en el presente asunto era trascendental el acta de entrega del inmueble de fecha agosto 14 de 2012, según la cual su prohijado se encontraba laborando en el cargo de administrador de la finca y fue quien recibió al secuestre, siendo una prueba fidedigna donde consta la existencia de que si había  una relación laboral; además de ello, existe una visita de la Secretaria del Desarrollo Social, la cual se hizo en muchas oportunidades. 

IV. Consideraciones
Como es bien sabido, el artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo consagra una presunción de subordinación que se activa tan pronto el demandante prueba que le prestó sus servicios personalmente a la parte demandada. En virtud de tal presunción, el pretensor se ve relevado de la carga de probar la subordinación, pues de inmediato se produce un traslado de la carga de la prueba a la parte demandada, quien debe demostrar que la relación no era laboral, sino de otra índole.
Siguiendo esa línea, previo al estudio pormenorizado de las pruebas allegadas al proceso, de manera preliminar es necesario aclarar que en los contratos de prestación de servicios no hay subordinación, lo que significa que el prestador del servicio únicamente está obligado a cumplir con el objetivo para el que ha sido contratado, en el plazo acordado.

Ahora bien, es claro que si el contrato a realizar cumple con los requisitos para que se genere una relación de tipo laboral, con los elementos contemplados por el artículo 23 del C.S.T, subrogado por el artículo 1° de la Ley 50 de 1990, esto es, i) actividad personal del trabajador, ii) continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, y iii) salario como retribución del servicio, nace entre las partes un vínculo laboral con las respectivas obligaciones que se derivan de todo contrato de trabajo, esto es, el pago de salarios, prestaciones sociales, vacaciones, seguridad social e indemnizaciones que se causen, al momento de la terminación del contrato de trabajo.

  


En efecto, en algunos precisos casos, para establecer si hubo o no subordinación en desarrollo de la prestación de un determinado servicio, el máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria ha tomado en cuenta, entre otros criterios, por ejemplo: si el prestador de servicios tenía el deber de asistir a reuniones programadas por la empresa; si contaba con disposición de cumplir órdenes cuando se le impartieran; si sus funciones eran similares a las del personal de planta; si la asignación de turnos al prestador de servicios y al personal de planta no se diferenciaba de manera relevante; si el prestador de servicios estaba sujeto al poder disciplinario del favorecido por sus servicios.

A modo de ejemplo, de acuerdo con la jurisprudencia uniforme de la Sala de Casación Laboral, una presunción de ese género no puede entenderse eficaz y necesariamente desvirtuada aun demostrándose que los servicios no fueron prestados en la sede o en las instalaciones del presunto empleador; que los servicios fueron prestados con la ayuda de terceros; que los instrumentos o las herramientas con las cuales el demandante prestó el servicio eran de propiedad del prestador del servicio y no del presunto empleador; que el prestador de servicios no tenía horario; que los servicios no fueron prestados con exclusividad a pesar de que así se había pactado; que el pago por los servicios no era mensual, que el pago no se registraba contablemente como pago de salarios; que las órdenes e instrucciones se le dictaban en tono cortés y amable; que las remuneraciones periódicas efectuadas al prestador de servicios, recibían la denominación de honorarios, y no de salarios,  entre otras.  En definitiva, ninguno de esos elementos, ni aislados ni en conjunto con todos los demás que se mencionaron, podrían considerarse prueba suficiente de que el servicio se prestaba de manera independiente, autónoma y sin sometimiento a subordinación jurídica.


Ahora bien, conviene aclarar que la relación de coordinación de actividades entre contratante y contratista que implica que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, lo cual incluye el cumplimiento de un turno o la inversión de tiempo en el desarrollo del objeto contractual, o el hecho de recibir una serie de instrucciones del contratante, o tener que reportar informes sobre sus resultados, no significa necesariamente la configuración de un elemento de subordinación.


Así las cosas, debe revisarse las condiciones bajo las cuales fueron prestados los servicios en aras de esclarecer bajo el análisis probatorio pertinente, la verdadera naturaleza de la relación existente entre las partes, para no adoptar conceptos que de manera formal y restrictiva, homogenicen las causas propuestas ante esta jurisdicción, en detrimento del análisis sustancial particular que amerita cada caso. 


Bajo las anteriores premisas, pasaremos al análisis conjunto de las pruebas documentales.

V. Caso concreto

A efectos de resolver el problema jurídico planteado es necesario indicar que, contrario a lo expresado por el Juez de conocimiento, de las pruebas que militan en el infolio, aunado a los indicios derivados de la falta de contestación de la demanda por parte de los demandados, era posible inferir una prestación personal del servicio por parte de aquel hacía ellos que daba nacimiento a la presunción de la existencia del contrato de trabajo, mismo que estos debían desvirtuar demostrando que no hubo subordinación ni salario; no obstante, la actitud desidiosa que asumieron llevaba a la declaración de la existencia del aludido vínculo, pero no con ceñimiento a las pretensiones de la demanda, sino con lo que las pruebas lograron acreditar, las cuales se limitan básicamente a los siguientes documentos:

Diario de labores de la Secretaría de Desarrollo Rural del Municipio de Pereira suscrito el 17 de julio de 2010 (fl. 25), en el que el técnico de dicha entidad hace una visita a los cultivos de la finca “Bellavista” y efectúa una serie de recomendaciones para el tratamiento de la tierra, relacionando como destinatario de las mismas a “Guillermo Hernández y otro”, e indicando que quien atendió la visita fue el señor Solangel Hoyos.

Trasciende este documento en el caso de marras por cuanto de él se desprende la prestación personal de servicios del demandante, al ser quien tenía bajo su cuidado y responsabilidad el inmueble de los demandados, recibiendo de manera directa las directrices efectuadas por el funcionario del municipio al ser quien las llevaría a cabo; asimismo, porque al no haberse probado el hito inicial alegado en la demanda, la fecha plasmada en ese documento se convierte en aquella en la que nació la relación laboral. 
 Por otra parte, del “acta de entrega de un bien inmueble” diligenciado el 14 de agosto de 2012 por el secuestre del proceso ejecutivo hipotecario adelantado en contra de la señora Manuela Rodríguez de Hernández (fl. 24), además de inferirse –nuevamente- la prestación personal del servicio, pues en ella se dice expresamente que el señor Solangel Hoyos fue quien atendió la diligencia, recibió el inmueble y habita en el mismo en calidad de cuidandero; se delimita como el hito final de la relación, aquella calenda en el que mismo se suscribió.

Asimismo, del certificado de tradición allegado con la demanda se percibe sin dificultad que el inmueble en el que el demandante prestó sus servicios pertenece a la señora Manuela Rodríguez de Hernández, pero en distintas oportunidades ha sido propiedad del señor Guillermo Hernández, lo que reafirma que ellos fueron los beneficiarios directos de los servicios prestados por el demandantes en la duración de la relación laboral.


Ahora bien, con el propósito de fortalecer los argumentos que acaban de esbozarse, en esta instancia se requirió al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira para que allegara copia de la diligencia de secuestro llevada a cabo el 26 de enero de 2010, y así corroborar si en esa actuación también intervino el promotor del litigio. Así, una vez se remitió el aludido documento por parte de ese despacho judicial su pudo corroborar que, en efecto, el señor Solangel Hoyos participó en aquella actividad (fl. 15 C. 2), en cuya acta se señaló:

“una vez en el sitio fuimos atendidos por el señor Solangel Hoyos Ramírez (…) a quien se le informó del motivo de la diligencia y manifestó ser el administrador de la finca, que vive en la misma con su familia pero como contraprestación del servicio que presta”
Más adelante se precisó:

“se deja constancia que en esta última vivienda (sic) se encuentra habitada por el señor Solangel Hoyos Ramírez”

Y por último se indicó:  

“así mismo se le advierte al señor Solangel Hoyos Ramírez que en adelante se seguirá entendiendo con el secuestre.”
Así las cosas, ante la contundencia de las pruebas recaudadas la Sala revocará la decisión de primer grado y, consecuencialmente, declarará que entre Solangel Hoyos Ramírez, en calidad de trabajador, y los señores Manuela Rodríguez de Hernández y Guillermo Hernández, como empleadores, existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido que se extendió entre el 26 de enero de 2010 y el 14 de agosto de 2012, fecha en la que fue finalizado sin justa causa por sus patronos. En consecuencia, se condenará a estos a cancelar las prestaciones sociales y demás acreencias derivadas de dicho vínculo, tal como se expone a continuación, siendo del caso indicar que no se declarará prescritas acreencia alguna en razón a que los demandados no la propusieron.

5.1 Prestaciones sociales

A efectos de calcular las prestaciones sociales adeudadas al demandante, debe advertirse que en el sub lite se presumirá que el actor devengó un monto equivalente al salario mínimo, pues aquel “certificado de pagos” allegado con la demanda (fl. 23), pese a que no fue tachado de falso por los demandados, no ofrece mayor certeza a la Sala respecto de su contenido, como quiera que no se logra inferir del mismo quién lo diligenció. Por otra parte, no se liquidarán con el auxilio de transporte por cuanto se encuentra demostrado que el actor vivía en el inmueble propiedad de los demandados, y se liquidarán por el horario ordinario por cuanto no se demostró por el demandante haber laborado en horas extras.
Así las cosas, se dirá que para el año 2010, por 335 días laborados y un salario de $515.000, el actor tiene derecho a los siguientes montos:

Cesantías: $ 479.236
Intereses a las cesantías: $ 53.515
Prima de junio: 221.736
Prima de diciembre: $ 257.500
Para el año 2011, por 360 días laborados y un salario de $535.600, el actor tiene derecho a los siguientes montos:

Cesantías: $ 535.600
Intereses a las cesantías: $ 64.272
Prima de junio: $ 267.800

Prima de diciembre: $ 267.800

Para el año 2012, por 224 días laborados y un salario de $566.700, el actor tiene derecho a los siguientes montos:

Cesantías: $ 566.700
Intereses a las cesantías: $ 26.328
Prima de junio: $ 283.350

Prima de diciembre: $ 283.350

5.2 Descanso Remunerado

Vacaciones 2010: $ 239.618
Vacaciones 2011: $ 267.800

Vacaciones 2012: $ 176.307

5.3 Pago de aportes al sistema de seguridad social

Se ordenará el pago de los aportes para pensión, sobre el salario mínimo, por el periodo comprendido entre el 26 de enero de 2010 y el 14 de agosto de 2012, en la administradora del fondo de pensiones  en el que se encuentre afiliado el demandante o en el que él escoja. Se negará el pago de los aportes para salud y riesgos profesionales en razón a que los mismos sólo le beneficiaban cuando prestaba su servicio.

5.4 Indemnización por despido injusto
Ante la ausencia de demostración de una causa justificada para despedir al trabajador por parte de los demandados, se genera a favor del actor la indemnización contemplada en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, según la cual el actor tiene derecho a las siguientes sumas por los 2 años, 6 meses y 19 días:

Primer año:        
  $566.700

Segundo año:     
  $377.800

6 meses y 19 días:      $208.734,5
Total                      $1.153.234.5          

5.5 Indemnización por falta de pago de salarios


Ya sabemos que el artículo 65 del C.S.T. castiga al empleador que no paga oportunamente la liquidación final, o la liquida mal, y no expone justificación alguna de la que se pueda inferir que su actuación estuvo revestida de buena fe. Por esta razón, se juzga necesario imponer dicha sanción a los demandados, la cual se reduce al pago de intereses moratorios sobre los montos aquí reconocidos -$3.990.912-, desde el 15 de agosto de 2012, dado que la demanda fue presentada el 24 de octubre de 2014, cuando ya habían transcurrido más de veinticuatro (24) meses desde la finalización del vínculo laboral. 

Las costas en ambas instancias correrán a cargo de los demandados, a favor del actor, en un 100%, y se liquidarán por la secretaría del Juzgado de origen. 

En mérito de  lo expuesto, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Risaralda), Sala Laboral No. 1, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 10 de febrero de 2016 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral instaurado por el señor Solangel Hoyos Ramírez en contra de Manuela Rodríguez de Hernández y Julio Guillermo Hernández Salazar, en consecuencia,
SEGUNDO.- DECLARAR que entre Solangel Hoyos Ramírez, en calidad de trabajador, y  Manuela Rodríguez de Hernández y Julio Guillermo Hernández Salazar, como empleadores, existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido que se extendió entre el 26 de enero de 2010 y el 14 de agosto de 2012, fecha en la que fue finalizado sin justa causa por sus patronos.
TERCERO.- CONDENAR a Manuela Rodríguez de Hernández y Julio Guillermo Hernández Salazar a pagar al señor Solangel Hoyos Ramírez las siguientes acreencias laborales causadas entre el 26 de enero de 2010 y el 14 de agosto de 2012:
Cesantías: 


  $ 1.581.536
Intereses a las cesantías: 
   $  144.115
Prima de junio: 
 
   $  772.886
Prima de diciembre: 

   $  808.650
Vacaciones: 
 

   $  683.725


Indemnización por despido injusto: $1.153.234,5
CUARTO.- CONDENAR a los señores Manuela Rodríguez de Hernández y Julio Guillermo Hernández Salazar a efectuar el pago de los aportes para pensión a favor del señor Solangel Hoyos Ramírez, sobre el salario mínimo, por el periodo comprendido entre el 26 de enero de 2010 y el 14 de agosto de 2012, en la administradora del fondo de pensiones  en el que se encuentre afiliado el demandante o en el que él escoja.
QUINTO.- CONDENAR a los señores Manuela Rodríguez de Hernández y Julio Guillermo Hernández Salazar a efectuar el pago de los intereses moratorios sobre los montos aquí reconocidos -$3.990.912-, por concepto de indemnización moratoria consagrada en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, desde el 15 de agosto de 2012 y hasta el pago total de la obligación.
SEXTO.- CONDENAR a los demandados al pago de las costas procesales de primera y segunda instancia. Liquídense por la secretaría del Juzgado de origen. 

Notificación surtida en estrados.
Cúmplase y devuélvase el expediente al Juzgado de origen.
La Magistrada ponente,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
               FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Secretaria Ad-hoc
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